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INVITADOS: Por la Asociación Uruguaya de Fabricantes y Operadores de Juegos Electrónicos: señores 
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Gerardo Dibbern, asesor jurídico. 


Por la Asociación Nacional de Juegos de Entretenimiento: señores Jorge Ximénez, 
Presidente; Pablo Pérez, Vicepresidente; Ricardo Jaén, Tesorero; José María Campos, 
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SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida al señor Walpirio Cardozo, Presidente de AUFOJE, al señor 
Eduardo Alberti, Secretario de AUFOJE, al ingeniero electrónico Gabriel Battagliese, integrante de la 
Asamblea de AUFOJE, y al doctor Gerardo Dibbern, asesor jurídico. 


Habíamos recibido una solicitud de audiencia de parte de la Asociación Uruguaya de Fabricantes y 
Operadores de Juegos Electrónicos y es por ello que aceptamos recibirlos con mucho gusto a fin de escuchar 
algunos de sus planteos. Si bien la Comisión no tiene ningún proyecto a consideración al respecto, de todas 
maneras sería interesante conocer vuestras demandas y, si es del caso, trabajar en alguna iniciativa. 


SEÑOR CARDOZO.- En mi carácter de Presidente de AUFOJE quiero traer a la Comisión el saludo y 
el agradecimiento de toda la Asamblea de la Asociación. Asimismo, queremos hacer escuchar algunos 
de nuestros reclamos, aprovechar la oportunidad de estar aquí, ya que esta Comisión significa una caja 
de resonancia, para dejar en claro y poner un poco de luz a algunas inexactitudes que están siendo 
vertidas fundamentalmente por el Director de Casinos y con las que estamos en total desacuerdo, 
dando nuestra versión sobre algunas informaciones que están saliendo a la prensa y son totalmente 
equivocadas. Sobre este tema me gustaría que se manifestara el doctor Dibbern. 


SEÑOR DIBBERN.- Para empezar, quiero decir que AUFOJE es la Asociación que nuclea a los 
propietarios y operadores de máquinas, que comúnmente son llamadas tragamonedas y que están 
ubicadas en todos los barrios. 


Se trata de una Asociación con personería jurídica, que hace cuatro años viene trabajando para regular y 
reglamentar esta actividad, tal cual sucede en el derecho comparado en los países más desarrollados, como 
España, Italia, Canadá y Alemania. O sea que es una realidad que esto se ha regulado en otros países. 
Nosotros hemos hecho llegar a la Comisión algún material que contiene el proyecto de reglamentación al que 
aspiramos, y las líneas básicas son que haya un registro de máquinas, un registro de propietarios, así como 
que las máquinas estén identificadas por el LATU para que exista total transparencia y garantía, por ejemplo, 
en el pago de los premios. También queremos que el número de máquinas sea limitado en su cantidad por 
ejemplo, en la legislación española se limita en función de la cantidad de habitantes, y por supuesto que 
también se pague un canon al Estado por el que este fiscalice y controle la actividad, generando así una 
cantidad de puestos de trabajo. Desde el punto de vista de todo lo que es la temática de las tragamonedas, esta 
actividad se puede dividir en un enfoque social, en otro legal y, por supuesto, en uno económico. Y por eso 
queremos hacer algunas puntualizaciones para que queden conceptos bien claros. 


En primer lugar, una referencia con respecto a la total y absoluta legalidad de la explotación de este tipo de 
esparcimiento y entretenimiento. Y digo esparcimiento y entretenimiento porque así lo ven los jugadores; es 
un verdadero esparcimiento y entretenimiento, respecto al cual la Asociación siempre procura que nunca se 
pierda el giro comercial del comercio; que las máquinas que estén sean una ayuda al giro principal que pueda 
existir en esos locales comerciales, que, por supuesto, deben estar determinados en una reglamentación. 


Asimismo, quiero hacer referencia a la legalidad, porque en las últimas intervenciones del flamante Director 
de Casinos, tanto en la Comisión de Hacienda como en los medios periodísticos en los que ha aparecido, ha 

tildado a las máquinas tragamonedas de ilegales, de clandestinas y que roban a los jugadores, es decir, a los 

usuarios. 


Desde el punto de vista legal, quiero decir que hay más de treinta y un juicios ganados, con sentencias y 
fallos judiciales respecto al fondo del asunto. Y quiero desmentir categóricamente las palabras del Director, 
que dice muy ligeramente que los juicios han sido ganados por prescripción. Ha habido cinco o seis juicios 
que realmente prescribieron, pero con respecto al resto hubo una decisión de fondo por parte del Poder 
Judicial. Y vamos a entender que en un Estado democrático y republicano como el que vivimos los únicos 
que pueden determinar si una actividad es lícita o ilícita son los señores Jueces, porque eso está dentro de su 
competencia. No es la competencia del señor Director de Casinos decir si una actividad es lícita o ilícita, y 
menos cuando el Director de Casinos no es una persona imparcial. Entendamos que el Director de Casinos 
tiene y explota juegos de azar, máxime que él, como todos los funcionarios, se lleva proventos de las 
ganancias de Casinos. Entonces, no tiene la autoridad ni está dentro de su ámbito de competencia determinar 
si las máquinas electrónicas, en este caso las tragamonedas barriales, son legales o no. El Director de Casinos 
está desconociendo los fallos judiciales; está desconociendo al Poder Judicial. 


En segundo término, tiene que quedar bien claro otro concepto relacionado estrechamente con esto, y es que 
el Estado uruguayo nunca tuvo el monopolio del juego. Nunca existió una ley enmarcada en lo que establece 
el artículo 85 de la Constitución de la República que tengo aquí, referido a las competencias de la Asamblea 
General que en tal sentido dispone el numeral 17, y nunca hubo una ley que fijara el monopolio del juego 
para el Estado. Nunca fue así; el principio general para nosotros, que somos personas físicas, es el de la 
libertad, establecido en el artículo 10 de la Constitución; todo lo contrario a lo que sucede, porque el Estado 
solo puede hacer aquello que está determinado por la ley y no se puede salir de su competencia. Por eso, 
paradójicamente, la que está cometiendo una ilicitud es precisamente la Dirección General de Casinos. ¿Por 
qué digo esto? Porque la Dirección General de Casinos al día de hoy tiene aproximadamente treinta y seis 
salas, fuera de los casinos, que fueron habilitadas sin autorización legal. El origen es la Ley_N* 13.921, que 
dice: "El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea 
General.- Decretan: Artículo 1”.-Facúltase al Poder Ejecutivo para explotar directamente juegos de azar en 
ocho Casinos (...)", y expresa taxativamente en qué lugares pueden ser instalados. Esta Ley luego fue 
modificada por otra, que establece que podrían instalarse en nueve casinos. El resto de las salas fueron 
habilitadas a través del Decreto N* 284 de 1998, por medio del cual se faculta "a la Dirección General de 
Casinos a disponer, por Resolución fundada, la apertura y cierre de Salas de Esparcimiento de pequeñas 
apuestas (Máquinas Tragamonedas y Bingo) en zonas del territorio nacional (...)". Este Decreto, a todas 
luces, es ilegal. El principio general es que sea una ley la que habilite al Estado a llevar adelante actividades 
comerciales e industriales. Pero voy más allá. 


El artículo 185 de la Constitución, que refiere a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, dice que 
los diversos servicios del dominio industrial y comercial del Estado estamos de acuerdo con que el juego es 
una actividad netamente comercial; lo que decimos es que el Estado no tiene el monopolio deben realizarse 
por un Ente Autónomo o un Servicio Descentralizado, y la Dirección General de Casinos no es ninguna de 
las dos cosas, sino una Dirección perteneciente al Ministerio de Economía y Finanzas. Por lo tanto, en mi 
humilde opinión, todos los casinos son inconstitucionales, porque no están habilitados tal como lo establece 
la Constitución. 


Por todo esto, no podemos aceptar ligeramente las palabras del Director de Casinos, que nos dice a nosotros 
que actuamos en forma ilegal, desconociendo reitero los fallos judiciales. Por el contrario, la Dirección 
General de Casinos es la que tiene salas que son ilegales e inconstitucionales. 


El señor Director de Casinos concurrió a esta Comisión el 12 de noviembre, y en mis manos tengo un oficio, 
fechado el 20 de noviembre o sea que es posterior a su comparecencia y firmado por la doctora Estela Ortiz, 
que es la Jueza de Faltas de Primer Turno, por medio del cual se liberan nueve máquinas de un expediente 
que había quedado, debido a los tiempos procesales, un poco atrasado. Las máquinas tragamonedas 
pertenecen al señor Eduardo Alberti, aquí presente, y la Justicia las está devolviendo a su propietario. 
Entonces, tampoco podemos admitir que se diga que las máquinas son clandestinas o roban. Lo que podemos 
decir es que hay una realidad social, y que el Estado debe regularla y reglamentarla. 


Cuando nosotros nos presentamos ante las autoridades siempre decimos que no necesitamos una autorización 
porque ya está concedida por la Constitución de la República, pero adolecemos de lo que establece su 
artículo 332, y es que no se pueden dejar de reconocer los derechos a los individuos como el derecho al 
comercio y al trabajo por la falta de reglamentación respectiva. Y por esta razón tampoco podemos aceptar 
que se diga que hay un vacío legal. En realidad no es así, porque la Constitución lo prevé, tal como lo hace 
con otra cantidad de actividades. En su momento se dijo que había un vacío legal con respecto a alguna de 
ellas, pero no es así, ya que están previstas en la Constitución. Me refiero, por ejemplo, a los cyber café, que 
capaz que no están regulados y a esos lugares concurren menores que de pronto están doce horas mirando 
pornografía, pero nadie va a decir que son absolutamente ilegales y que hay que prohibirlos. 


Nosotros estamos en contra de esas posiciones extremistas, máxime con la cantidad de gente que trabaja en 
esta industria, que es netamente nacional, algo que es muy importante recalcar. Hay que tener en cuenta que 
las máquinas son armadas en el país, con mano de obra nacional, y lo que se importa es el software, por el 
que obviamente se pagan todos los derechos de Aduana. Además, en torno a esto se está generando una 
industria, ya que trabajan carpinteros, herreros, electricistas, fleteros, etcétera 


Como saben los legisladores, el 50% de lo obtenido por las máquinas queda en el comercio en que están 
instaladas, y eso es algo que ayuda a su economía; con lo obtenido se paga, por ejemplo, la UTE, ANTEL, 


algún empleado, e insumos. Inclusive, muchas cantinas de clubes compran pelotas y las redes con ese dinero 
y pueden desarrollar su actividad. Por supuesto, como toda actividad que no esté regulada va a tener excesos 
y si en una cantina o en un bar se ponen dieciocho máquinas vamos a estar en contra, porque eso sería un 
minicasino, y nosotros no queremos eso. Lo que queremos es lo que estamos pidiendo desde hace cuatro 
años: la regulación de la actividad. 


No necesitamos autorización insisto, pero sí una regulación, como debe ser, para que la actividad se pueda 
desarrollar; queremos certeza jurídica para los operadores, para los propietarios y, por supuesto, para los 
jugadores, y que el Estado reciba un canon a cambio de esa actividad. 


Otro punto que no quería dejar pasar es el que se refiere a la legalidad. Aquí presentamos se lo vamos a hacer 
llegar porque no está en los materiales la última vista fiscal que tenemos, del 4 de agosto de 2008, del Fiscal 
Departamental de Segundo Turno de Lavalleja. ¿Por qué planteo esto? Me gustaría comentar a los señores 
legisladores por qué se hicieron todos estos juicios y por qué se ganaron frente a la Dirección General de 
Casinos. En realidad, la Dirección General de Casinos no nos hizo denuncias porque jugaban menores ni 
porque las máquinas no paguen los premios debidos, ni porque supuestamente no se paguen los impuestos, y 
tampoco nos hizo ningún tipo de denuncia con relación específica a las tragamonedas o a algún tipo de 
irregularidades. La Dirección General de Casinos nos hizo una avalancha de denuncias en todo el país como 
consecuencia directa de que nosotros, como ciudadanos, y como una asociación con personería jurídica, en 
2006, nos presentamos por escrito para tener vista de los expedientes. ¿Para qué? Bueno, como los asociados 
explotan juegos, queríamos saber si había algún tipo de licitación, por qué se importan todas las máquinas y 
por qué eso no se pueden desarrollar en Uruguay. Pretendíamos saber por qué si en otros lugares del mundo 
esta industria se ha desarrollado, aquí se veda a los uruguayos, siendo que existe total derecho a la 
competencia, de acuerdo con la Ley N” 17.243. Además, en función del principio del "habeas data", todos los 
ciudadanos tienen derechos, según la nueva ley. Sinceramente, hace dos años que queremos saber esto y al 
día de hoy no pudimos ver ni un solo expediente, con un secretismo total; todo está en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Entendemos que el desconocimiento genera poder, en cierta medida. ¿Qué 
pasó? La consecuencia directa fue que la Dirección General de Casinos nos hizo juicios a lo largo y ancho del 
país: en Chuy, en Río Branco, en Cerro Largo, en todo Canelones y en todo Maldonado. Fue una andanada de 
juicios argumentando que se trataba de una asociación casi que para delinquir y que estábamos cometiendo 
un delito. Sin embargo, en todos y cada uno de los casos, en forma reiterada y casi por unanimidad con fallos 
de fondo y no por prescripción, el Poder Judicial dijo que la actividad no es antijurídica ni ilegal y que no se 
está contraviniendo ninguna norma administrativa ni penal. 


Voy a leer apenas un párrafo de la página 398 del libro "Derecho Administrativo Especial", Volumen Il, de 
Carlos Delpiazzo, que dice: "En cuanto a los juegos electrónicos, las actividades de fabricación y operación 
de los mismos no están alcanzadas por ninguna norma legal expresa que reserve monopólicamente su 
prestación a una entidad estatal. Tampoco hay una norma prohibitiva de las mismas, la cual, de existir, 
debería ser igualmente una ley (atento a la reserva legal que consagra la Constitución).- Como lógica e 
inexorable consecuencia, es imperioso concluir que el desenvolvimiento de las mismas configura una 
actividad privada no monopolizada por el Estado y, por consiguiente, comprendida dentro del campo de la 
libertad". Así, no es el único catedrático representativo de la doctrina nacional que se expresa en tal sentido. 
Hemos hecho llegar a todos los legisladores los trabajos del doctor Milton Cairoli, del doctor Gonzalo 
Fernández, del doctor Sapolinsky; inclusive, hay un trabajo del sociólogo Bayce con respecto a la ludopatía. 


Esta es una preocupación nuestra y también del Director General de Casinos, con algunas salvedades o 
diferencias. El Director está preocupado porque dice que con el juego se puede generar ludopatía, pero en los 
casinos hay cajeros automáticos; una contradicción total y absoluta. 


A nosotros, como operadores de juegos, nos parece bastante inaceptable que las salas de casinos estén 
abiertas dieciocho horas por día. Las máquinas tragamonedas barriales están colocadas en bares o en 
cantinas, y en el interior ayudan a la economía del comercio pequeño. Pero se trata de comercios que cierran, 
como máximo, a las doce o a la una de la mañana. En cambio, las salas de casinos en ciudades obreras como 
Las Piedras, con cuatrocientas máquinas, con premios importantes acá también se da el tema sociológico de 
la ludopatía, están abiertas casi veinticuatro horas. Entonces, hay que preguntarse ¿¿qué queremos realmente 
con el tema del juego? ¿Queremos que sean las empresas extranjeras las que vengan y hagan un negocio 
financiero en el país, se lleven millones de dólares, y que los nacionales siempre queden relegados? 


Acá no se trata de un problema de discriminación. Nosotros queremos competir y tenemos derechos. Los 
legisladores podrán ver la diferencia entre el volumen de un expediente de los tantos juicios ganados y el de 
aquel por el cual se concedió a la Banca Privada de Quinielas el juego del Supermatch. Acá vemos los 
corporativismos en el Estado y los intereses económicos que hay. Por un lado, está la Dirección General de 
Casinos, que defiende sus privilegios con los sueldos que tienen y los proventos y, por otro, la Banca Privada, 
con todos sus juegos privados. En menos de seis meses, en un expediente que tiene 146 fojas, obtuvo un 
juego, sin licitación, sin respetar ninguna norma del TOCAF y sin ningún llamado a precios. 


No nos queremos pelear con nadie ni queremos entablar juicios al Estado ni a los otros particulares que son 
muchos que están cometiendo ilicitudes. Queremos que haya una reglamentación y que podamos desarrollar 
el juego de manera legal en el país. A eso aspiramos. Por eso la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes votó por unanimidad la minuta de 
comunicación para que el Poder Ejecutivo reglamente esta actividad, que es un hecho nuevo y un hecho 
social que necesita de una urgente regulación. Cuanto más pase el tiempo, como toda actividad que no está 
regulada, se van a producir desbordes como los que ya mencionamos. Obviamente, en algunas máquinas 
juegan menores y hay demasiadas máquinas en algunos locales comerciales. Estas son realidades que, como 
Asociación, tratamos de combatir, pero, obviamente, necesitamos que el Estado regule esta actividad. 
Estamos hablando con todos los legisladores para manifestarles esta cuestión. 


Queremos rescatar algo que es muy importante para nosotros. Siempre se habla de cantidad de máquinas, que 
pueden ser quince o dieciocho, pero, en realidad, no hay un censo; sabemos que hay muchas. Creo que ya 
hay máquinas en la totalidad de las cantinas y bares de Montevideo y del interior. Entonces, los legisladores 
deberían preguntarse cómo puede ser que una actividad en la que hay involucrado dinero, con más de quince 
mil máquinas, con más de diez mil personas trabajando indirectamente, no haya habido denuncias de robo, de 
estafa, discusiones o de algún acuchillado porque no se pagó un premio. Habría que aplaudir la idiosincrasia 
nacional 'porque una actividad como el juego que podría ser considerada como vidriosa se desarrolla tan 
normalmente y en excelentes condiciones, sin un marco regulatorio para desarrollar la actividad. Todos 
sabemos que las máquinas se colocan en cualquier lado y que no hay ningún control. Es bastante loable de 
parte de los propietarios de las máquinas tragamonedas que, con esos números y con esa cantidad de gente, 
no haya habido problemas. 


Trajimos alrededor de tres mil quinientas firmas que se recolectaron en seis días en marzo del año que viene 
pensamos llegar a cien mil, para demostrar la cantidad de gente que hay detrás de esta actividad y que 
quieren buscar una certeza jurídica al tema de las tragamonedas. Entendemos que habría que aprobar una ley 
de juego en el país. Tal vez, debería existir un organismo técnico independiente como la URSEC o la URSEA 
que pueda controlar, para que no sea la Dirección General de Casinos que, obviamente, tiene intereses 
creados la que diga si podemos o no tener juego. Sería ideal tener un organismo técnico que controlara esta 
actividad de juego. Hemos escuchado al Director General de Casinos decir: "Yo lo que quiero es que el 
Estado controle el juego. Quiero que el juego esté en el Estado y que el Estado controle el juego". Respecto a 
esto queremos hacer algunas consideraciones. Estamos totalmente de acuerdo en que el Estado tiene que 
fiscalizar y controlar y en que hay que pagar un canon, como nosotros pretendemos hacer. Ahora bien; en la 
actualidad en el país hay una cantidad impresionante de juegos, y el 90% son privados: el Conrad es privado, 
la Banca tiene todos los juegos que son privados e Hípica Rioplatense es una empresa privada por más que 
integre emprendimientos mixtos. Por eso, decimos que nosotros también tenemos derecho a participar. 


Por otra parte, nosotros no somos los malos de todo el juego que existe en el país. Dentro de la escala de 
juegos que hay en Uruguay, tal vez lo peor fue lo que sucedió con los Casinos Municipales debido a las 
pérdidas millonarias que tuvieron 


También podemos hablar de la Banca privada, que hace sesenta años que tiene privilegios, ya que se le dan 
todos los juegos sin una licitación previa; consideramos que estos son actos nulos porque son arbitrarios y no 
son discrecionales. 


Asimismo, podemos mencionar a las empresas internacionales que vienen a hacer negocios financieros al 
país. Yo pregunto a los señores Legisladores cuánto nos cuesta a los uruguayos poder acceder a los mercados 
internacionales tengan en cuenta los subsidios que hay en Europa para vender un poco de carne o de lana. Sin 
embargo, los extranjeros vienen aquí libremente, les abrimos las puertas, hacen negocios financieros y ponen 
un casino, como lo hizo Hípica Rioplatense, que llevó adelante su emprendimiento con la plata que le prestó 


el Banco Comercial fundido, cuando no se la daba a los ahorristas. Vino acá a hacer un negocio financiero; 
paga las máquinas en cuotas y alquila los locales. Además, en un mes recupera el valor de las máquinas. Y 
¿qué queda en el Uruguay? El sueldo tercerizado de los que limpian los baños. Entonces ¿cuál es el negocio 
tan bueno de la economía mixta de esos casinos? ¿Cuál es? Se llevan el 40%. Si sumamos el 15% de 
proventos que se llevan los funcionarios, estamos en un 55%. ¿Qué pasa con el resto? ¿Qué queda para el 
país? ¿Por qué no lo podemos desarrollar nosotros? ¿Qué va a pasar dentro de veinte años cuando termine la 
concesión de Hípica Rioplatense? Si nosotros, los nacionales, no podemos desarrollar esta industria, dentro 
de veinte años los únicos que se van a poder presentar van a ser nuevamente las empresas extranjeras. 


SEÑOR BRENTA.- Ustedes se presentan como fabricantes de juegos electrónicos. En la versión 
taquigráfica de la sesión a la que compareció el Director General de Casinos, figura que dijo que estas 
máquinas se importan como autopartes. ¿Ustedes fabrican las máquinas? 


SEÑOR ALBERTI.- Hace veinte años que estoy en el mercado. Me inicié con videojuegos, "flippers" y 
futbolitos. De la misma forma que fabriqué futbolitos, he fabricado "pool" y todo lo que he tenido a mi 
alcance. He generado muchísima mano de obra. 


Con respecto a lo que dijo el abogado en cuanto al ciento por ciento del software, quiero decirles que en mi 
humilde empresa ya estamos desarrollando software para estas máquinas tragamonedas. Junto a la gente de la 
Facultad de Ingeniería y de algunas empresas privadas de software hemos logrado hacer algunos juegos, que 
ya estamos utilizando en nuestras máquinas. Eso es algo importantísimos ya que hasta el momento 
dependíamos totalmente del software; hoy, eso ya no es así. 


Por lo tanto, en un lapso no mayor a un año voy a tener el orgullo de decir que el ciento por ciento del 
software que tienen las máquinas de mi propiedad es de fabricación nacional. Lamentablemente, hay otras 
cosas que no puedo fabricar aunque las trataré de hacer por un tema de costos. En mi empresa la idea es 
desarrollar los gabinetes, para lo cual ya he hablado con algunas metalúrgicas. Creo que en un lapso de un 
año o un año y medio, también podré fabricar nuestros gabinetes. En este momento los estoy haciendo de 
madera pero la idea final es hacerlos de metal. 


SEÑOR MELGAREJO.- Quisiera saber cuántas fábricas de máquinas tragamonedas existen en el país 
y qué cantidad de trabajadores ocupan. 


SEÑOR DIBBERN.- Como no hay un censo en ese sentido, no conocemos esa información. 
Precisamente, queremos hacer un registro de propietarios y de máquinas para saber la cantidad de 
máquinas que hay. 


SEÑOR MELGAREJO.- Yo no pregunté qué cantidad de máquinas existen; pregunté cuántas fábricas 
de máquinas hay y qué cantidad de gente ocupan. 


SEÑOR DIBBERN.- El único trabajo que hay fue solicitado por AUFOJE al Instituto Metodista 
Crandon, para saber la cantidad de gente que hay detrás de esta industria y la cantidad de dinero que 
las máquinas pagan. En este punto cabe aclarar que también hemos escuchado al Director General de 
Casinos hablar de cifras que no son reales. 


Concretamente, puedo decir que hay unas diez mil personas que trabajan en forma indirecta en esta actividad. 


SEÑOR GANDINI.- Este es un tema apasionante y complejo, que aborda un evidente conflicto de 
intereses, detrás del cual está el juego, los intereses de los particulares y los intereses del Estado. 
Estamos tentados a hacer un largo debate sobre el asunto ahora, pero es absolutamente imposible. Sin 
embargo, para tranquilidad de los visitantes tenemos que manifestarles que el Parlamento ha enviado 
no sé si ya la aprobó la Comisión o la Cámara una minuta de comunicación solicitando una 
reglamentación al Poder Ejecutivo y que el Director General de Casinos ha dicho que enviará un 
proyecto con una solución exactamente contraria, que es la de la prohibición. En ambos casos, se 
requiere solución legal, por lo que cualquier propuesta en este sentido llegará al Parlamento y, 
seguramente, pasará por esta Comisión. Entonces, ese será el momento de abrir el debate. Y en esa 


instancia ustedes creo representar a la Comisión al decir esto serán recibidos con más tiempo y quizás 
más de una vez para analizar todos los aspectos de este asunto. Reitero que estoy tentado a hacer 
varias preguntas pero sé que la Comisión tiene otras entrevistas concedidas y en poco rato comenzará 
a analizarse en el ámbito correspondiente el proyecto de ley relativo a la educación. 


Esta presentación ha sido muy ilustrativa. Obviamente, el abogado tiene preparación en la materia y mucho 
conocimiento. Además, han dejado en nuestros despachos mucho material, que será un buen insumo que 
abordaremos cuando llegue alguno de los proyectos de ley que el Poder Ejecutivo tendrá que remitir al 
Parlamento. 


SEÑOR DIBBERN.- Obviamente, estamos a las órdenes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. 


(Se retiran de Sala integrantes de la Asociación Uruguaya de Fabricantes y Operadores de Juegos 
Electrónicos) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional de Juegos de Entretenimiento) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación Nacional de Juegos de 
Entretenimiento, integrada por el perito en electrónica Jorge Ximénez, Presidente, el señor Pablo 
Pérez, Vicepresidente, el señor Juan Carlos Rizzu, Fiscal, el doctor Mario González Álvarez, asesor 
jurídico, el señor José María Campos, Secretario, y el señor Richard Jaen, Tesorero. 


Antes de proseguir, quiero informarles que algunos legisladores y quien habla nos tenemos que retirar a otra 
Comisión, pero la reunión continúa. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Agradecemos que nos hayan recibido. 


En primer lugar, vamos a proporcionarles un material para que ustedes se manejen. Vamos a tratar de ser 
breves para no insumirles demasiado tiempo. 


La Asociación Nacional de Juegos de Entretenimiento, ANJE, es una asociación civil sin fines de lucro, en la 
cual están agremiados operadores, fabricantes, importadores, arrendadores de máquinas electrónicas de 
juegos de entretenimiento símil "slots", de las que tanto se habló últimamente en referencia a que están 
instaladas en clubes, bares, cantinas. Esta agremiación está exclusivamente integrada por empresarios que 
pertenecen al sector formal del comercio; vale decir que como condición sine qua non para ingresar a la 
Asociación se debe estar inscripto en el Banco de Previsión Social, con la declaración de esta actividad, y 
también en la Dirección General Impositiva. Los importadores hay dos de ellos entre los integrantes de la 
Comisión Directiva obviamente también importan legalmente estas máquinas. Es muy importante hacer esta 
precisión porque la Asociación promueve corporativamente la regularidad y formalidad para integrarse a ella. 
Es más: hoy queríamos venir a precisar que todo tributo que se le haya fijado a este tipo de actividad es 
aportado por los integrantes de la Asociación. Queremos hacer referencia específica a uno en particular que 
cobra INAU, que es una tasa de espectáculos públicos fijada para esta actividad, que además prevé una 
planilla de contralor en la que se inspecciona que no haya juego de menores, que voluntariamente promueven 
y se someten los asociados, precisamente, solicitando a INAU este control. 


En este contexto de actividad, ANJE tiene más de setenta afiliados. Si bien es una asociación que comenzó a 
reunirse hace aproximadamente dos años su acta de fundación es del 12 de junio de 2007, en estos 
momentos, tiene el mayor número de socios porque integra afiliados de todo el país. 


La motivación que nos lleva a presentarnos en esta Comisión, básicamente, es para que nos conozcan y 
situarnos como interlocutores válidos para que se vea el otro ángulo de esta cuestión. 


Los afiliados y la Comisión Directiva de ANJE han observado con creciente preocupación algunas notas de 
prensa y también dichos del distinguido señor Director General de Casinos, Fernando Nopitsch, cuando 
compareció a esta Comisión de Hacienda, en las que se pudo constatar varias inexactitudes, algunas 


omisiones y elementos erróneos referidos a este tema. En función de ello, los asociados de ANJE han pedido 
a la Comisión Directiva que comparezca a plantear los intereses de esta agremiación que, insisto, es una 
agremiación regular, formal y aportante al Estado para que en la dilucidación de esta cuestión se puedan ver 
los dos platillos de esta balanza. Como bien dijo el distinguido Director General de Casinos, este es un tema 
que plantea un conflicto de intereses y es complejo. Los intereses que venimos a plantear aquí son los de 
estos empresarios. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


Hemos observado que las noticias que salen en prensa hablan de "slots" clandestinos, truchos, 
ilegales, de vacío legal, de juego de menores en este tipo de actividad. En función de eso, la Comisión 
Directiva pidió a este letrado que está hablando un informe vinculado al campo jurídico, en el cual 
venimos trabajando y participando en procesos judiciales referidos a este tema, desde 
aproximadamente el año 2000; por lo tanto, estamos informados del marco legal. Se incorporó a esta 
carpeta que presentamos un informe reciente con referencia a los dichos del distinguido Director 
General de Casinos. Se analiza el tema de la clandestinidad de la actividad y de los "slots" 
pretendidamente truchos. Para la Real Academia Española, el término "clandestino" significa secreto, 
oculto, subrepticio; de lo hecho o dicho en forma secreta. En la introducción dijimos que aquí hay 
formalidad y regularidad, precisamente, para establecer que en esta actividad no hay nada oculto, 
clandestino, o secreto. No entendemos por qué se dice que está escondido, oculto o es subrepticio el 
proceso de este emprendimiento en tanto implica documentación oficial desde que se importa la 
máquina cuya importación es legal, hasta su compra, venta o arrendamiento, por lo que se factura y se 
aporta a la DGI. Las máquinas tampoco están ocultas o escondidas 


Entonces, no hay ninguna clandestinidad. Ningún asociado a ANJE realiza subrepticiamente esta actividad. 
De hecho, están inscriptos en BPS y aportan a la DGI en ese ramo de actividad. Están aquí presentes dos 
importadores que hace más de veinte años traen este tipo de máquinas. 


El señor Director General de Casinos, en su comparecencia a esta Comisión de Hacienda lo voy a leer textual 
de la versión taquigráfica, decía: "Las máquinas de las que estamos hablando son traídas por autopartes, 
porque en el exterior no está permitida su venta a quien no tenga legitimidad para tenerlas". Esto es inexacto 
y demuestra un desconocimiento de lo que en realidad ocurre. Lo cierto es que los particulares, los 
importadores privados, importan estas máquinas; no es que carezcan de legitimación para traerlas. Las 
máquinas se importan por partes porque los asociados a ANJE son comerciantes minoristas que, por razones 
de costos, traen el kit y las arman artesanalmente con material y trabajadores nacionales por los cuales, 
obviamente, aportan conforme al derecho laboral. Es importante precisar que este tipo de máquinas se puede 
traer, es decir existe legitimación del privado para importarlas, que se compran y se venden libremente, que 
se ofrecen públicamente en el libro de los clasificados del diario "El País" y que se venden en remates 
judiciales. Entonces, no hay nada oculto, no hay nada escondido, no hay nada subrepticio ni nada trucho. 
Trucho sería que las máquinas las trajeran, por ejemplo, de contrabando, pero en ningún caso, de los que 
estamos hablando, ello es así. De modo que creemos que ha quedado bien claro que no hay clandestinidad y 
que no hay nada trucho en esta actividad. 


Otro de los argumentos que se ha manejado es el relativo a los menores de edad. Nos llama la atención que 
en ninguna de las intervenciones ante esta Comisión ni en las que se han podido leer o escuchar en la prensa, 
se refiere al ámbito de competencia del INAU. Este servicio descentralizado, que es el INAU, tiene asignado 
este ámbito de actuación. Ocurre que el INAU no sabemos si no lo dicen por desconocimiento; nosotros 
estamos en el tema y por eso lo podemos referir ha regulado el tema de los menores de edad para este tipo de 
máquinas. 


En la documentación anexa a esta alocución hemos incorporado la Resolución N* 002, de 2 enero de 2003, 
del entonces Instituto Nacional del Menor que desde la vigencia del Código de la Niñez y la Adolescencia 
pasó a ser INAU, por la que el Directorio resuelve definir las casas de juego, mencionando que son todos 
aquellos locales que sin ser salas de juegos de azar, casinos y/o similares hace la distinción, tengan más de 
una máquina de juego de azar, denominada tragamonedas, independientemente del sistema de juego y el 
premio de las mismas. Luego da recomendaciones sobre cómo instalar las máquinas y determina que deben 
contener la mención de que están prohibidas para menores de dieciocho años. En los siguientes numerales se 
establece una forma de control. El numeral 8” dispone que los locales que tengan una o más máquinas de 


juegos de azar deberán contar con planilla anual de control de locales de entretenimiento o similares. En ese 
sentido, hemos agregado a la documentación que dejamos una planilla de control del año 2008 esta planilla 
se lleva mensualmente que muestra que los inspectores del INAU concurren al local a verificar si hay 
menores jugando. Por este servicio se paga una tasa, de la que hemos incorporado factura para que puedan 
constatar que ello es así. 


Es más: todas las máquinas de los afiliados a ANJE tienen un logotipo de la Asociación, con un código 
alfabético a efectos de verificar quién es el propietario de cada máquina, que reza "Prohibido para menores 
de dieciocho años". Por disposición de su reglamento interno y por el contrato típico de arrendamiento de 
bienes muebles que utiliza para estas máquinas, la Asociación está de acuerdo y promueve en todo momento 
la prohibición del juego a menores de edad. Además, ANJE concurre a las oficinas del INAU regularmente 
para solicitar que aquellos locales que no tengan esta planilla ni paguen esta tasa, sean inspeccionados. Esta 
mención es muy importante porque contesta el argumento de que este tipo de actividad se promueve para el 
uso de los menores. La Asociación está en total desacuerdo con esto y entiende que estas menciones no han 
tenido en cuenta esta realidad. Al no decir este tipo de cosas que ANJE está promoviendo y realizando desde 
su fundación, por el interés de profesionalizar y formalizar la actividad de los empresarios que la integran, se 
está dando una imagen diferente de la realidad, se está demonizando la actividad. En definitiva, a nosotros 
también nos ha preocupado el tema de los menores y por ello la Asociación lo ha considerado en forma 
específica. 


Nos queremos referir también al llamado vacío legal del cual se ha hablado mucho y a los fallos judiciales 
que ha habido en este tema. 


Hemos observado que mucha prensa se ha hecho eco de esta expresión de vacío legal cuando, en realidad, 
vacío legal está refiriendo a ausencia de prohibición. El artículo 10 de la Constitución dice: "Las acciones 
privadas de las personas que de ningún modo atacan el orden público ni perjudican a un tercero, están 
exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la República será obligado a hacer lo que no 
manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe. ¿Qué significa esto? Que hay un principio de libertad por 
el cual, no existiendo una prohibición específica de acuerdo con el principio de legalidad, la actividad es 
lícita y permitida. Es así que en numerosos fallos judiciales insistimos en que, más allá de que esta 
Asociación tiene dos años desde que comenzó a organizarse, y un año y medio desde su fundación, hemos 
trabajado en procesos judiciales desde el año 2000 hasta este momento, la jurisprudencia en forma 
mayoritaria se ha pronunciado con base en este artículo, diciendo que no existe ninguna norma prohibitiva 
referente a esta actividad. 


Tenemos un grupo de asociados, más de setenta empresas, que aportan al Estado en todo aquello que se les 
asignó tributar, que en todo aquello que la ley los incluyó han sido respetuosos de la legalidad, han generado 
un estatus jurídico como aportantes, como empresarios, de acuerdo con el principio de libertad que establece 
la Constitución de la República, y entendemos que en función de ello tienen derechos adquiridos y deberían 
ser considerados cuando se trate de resolver este conflicto de intereses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos advertir a la delegación de la misma manera que lo hicimos con la 
anterior que, más allá de una minuta de comunicación que se elevó por parte de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, en esta Comisión de Hacienda no hay 
ningún proyecto que trate el tema. Hubo un anuncio, cuando concurrió el Director General de Casinos, 
de que existía la posibilidad de que el Poder Ejecutivo enviara un proyecto de ley en ese sentido, 
seguramente teniendo en cuenta lo referido al artículo 7” de la Constitución en cuanto a que esos 
derechos pueden ser limitados por el interés general. 


Por el momento, los escuchamos para enterarnos de la problemática, pero reitero que no tenemos a estudio 
ningún proyecto de ley que limite ese derecho que para algunos es vacío legal y, para otros, simplemente el 
ejercicio libre de lo que establecen los principios de la Constitución que, recordemos, según el artículo 7% 
pueden ser limitados por el interés general. Creo que lo que deberíamos determinar es si hay un interés 
general o no en la prohibición o en la reglamentación de esta actividad. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No queremos abusar de su tiempo; tratamos de ser lo más concisos 
posible. 


Simplemente queremos hacerles saber que esta agremiación existe, que es un grupo de interés cuya 
personería es reconocida por el Ministerio de Educación y Cultura, y queremos situarnos en la posición de 
interlocutores válidos. 


Quisiéramos finalizar hablando de dos temas. En primer lugar, se ha mencionado al juego como vicio social, 
y pedimos que, en su momento, este tema sea motivo de intercambio, de diálogo. Creemos que se debe 
definir qué es vicio, porque el juego está instalado en todos los ámbitos nacionales de muy diversas maneras: 
desde los supermercados que regalan apartamentos en un sorteo que parece que es una dádiva, pero se parece 
mucho a un juego de azar, pasando por poner un ejemplo que no cuestiona esta práctica por toda clase de 
rifas universitarias, liceales y aun escolares, con el fin de solventar gastos de viajes de egresados. Debemos 
definir cuándo pasa a ser un vicio, porque sabemos que está instalado en todos los sectores de la sociedad y 
hasta en las actividades más sencillas o llanas, como puede ser una rifa para un viaje de egresados. Entonces, 
¿hasta dónde es un vicio? Para nosotros, el vicio es exceso. Cuando se produce un exceso en comer, en beber, 
en fumar, se produce un vicio. Queremos saber hasta qué punto se considera vicio social, y alertamos sobre el 
hecho de que se haya "demonizado" entre comillas esta actividad. Pero, por ejemplo, vemos que en Internet 
hay casinos virtuales, en los que se juega todo tipo de juegos, desde pronósticos deportivos hasta rifas y 
sorteos, y ahí no sabemos cómo ni dónde se controla que no jueguen menores. 


Por último, con relación al eventual proyecto de ley por parte del Poder Ejecutivo, nos queremos referir a un 
tema que nos alarmó muchísimo, y es que algún legislador habló de plantear esto como delito. Eso nos 
sorprendió muchísimo. En el año 2004 el Poder Ejecutivo ya había remitido al Presidente de la Asamblea 
General un proyecto de ley que planeaba convertir el juego de azar en un delito, disponiendo una pena de tres 
meses de prisión a dos años de penitenciaría. Eso se llegó a plantear y fue criticado por casi todos los 
doctrinos en derecho penal, entendiendo que la creación de nuevos delitos, sobre todo referidos a una 
actividad que se viene realizando lícitamente, convirtiendo en crimen aquello que muchas familias vienen 
realizando como actividad profesional desde tantos años, era algo no saludable. Ahora nos sorprendemos 
viendo que, aparentemente, algún parlamentario habría sugerido esta idea. Con todo respeto como dije 
anteriormente, nosotros discrepamos con eso, nos parece verdaderamente algo muy preocupante y 
enfáticamente queremos decir que no nos parece bien. 


Agradecemos mucho la atención que han tenido para con nosotros y nos ponemos a sus órdenes. Inclusive, el 
servicio jurídico, con la experiencia que tiene, también se pone a sus órdenes para todo aquello que se desee 
consultar y sobre lo que se pueda dialogar. En definitiva, solicitamos que se nos considere como 
interlocutores válidos para este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente lo serán cuando tengamos algún proyecto en nuestras carpetas. 
De alguna manera, hoy han sido reconocidos como tales al ser recibidos por esta Comisión. 


SEÑOR GANDINI.- Hoy hemos tomado conocimiento de que por lo menos hay dos asociaciones que 
reúnen un mismo tipo de empresas, operadoras, fabricantes, importadoras de juegos electrónicos de 
azar y que, vaya a saber por qué razón, están agrupadas en distintas instituciones que, para nosotros 
como decía el señor Presidente, pasan a ser interlocutores. 


Quiero trasmitir una vez más que hoy la Cámara no tiene un proyecto de ley. Creo que la Comisión ha 
llegado a la conclusión por lo menos eso se desprendió de la reunión con el Director General de Casinos de 
que hay que tomar algún camino legal, que va a ser el de regular o prohibir. En algún momento uno de esos 
dos caminos va a estar en debate en el Parlamento: regular o prohibir. Creo que todos estamos de acuerdo con 
que la falta de regulación, por lo menos lleva a excesos o a situaciones que violentan otros principios. En ese 
debate vamos a entrar en otro momento. Pero para usar términos de juego, que es en lo que estamos, aquí el 
Poder Ejecutivo es mano. Es decir, estamos a la espera de que el Poder Ejecutivo tome una decisión, elabore 
un proyecto de ley y lo remita al Parlamento. Cuando eso suceda, el procedimiento parlamentario es el 
siguiente: escuchar primero al Poder Ejecutivo, conocer las razones y motivaciones que lo llevan a presentar 
ese proyecto y luego escuchar a otros sectores interesados de la sociedad, como pueden ser padres que nos 
han hecho llegar firmas en contra de la operación que ustedes realizan, a ustedes mismos y, eventualmente, a 
otros operadores que puedan sentirse lesionados o interesados en opinar sobre ese proyecto. A partir de allí, el 
Parlamento iniciará el debate propiamente político en ese sentido. 


Creo que esta comparecencia ha sido buena, nos permite conocerlos, pero el debate lo vamos a realizar 
después. Por eso yo no quiero intervenir y seguramente ninguno de nosotros sobre el fondo del asunto, que es 
muy largo, complejo y hasta apasionante. Esperaremos el momento oportuno, que será con posterioridad a 
que el Poder Ejecutivo envíe ese proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos nuevamente vuestra concurrencia y la oportunidad de saber 
que están trabajando en este ámbito, y reitero que van a ser interlocutores cuando tengamos algún 
material legislativo para avanzar sobre este tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Nacional de Juegos de Entretenimientos) 


(Ingresa a Sala una delegación de Monotributistas y pequeños empresarios de ferias e independientes del 
departamento de Paysandú) 


La Comisión da la bienvenida a los señores Jorge Lokais, Raúl Firpo, técnico de gerencia, y Juan 
Carlos Machado. 


Adelantamos que una vez que esté pronta la versión taquigráfica de vuestra comparecencia se las haremos 
llegar al correo electrónico que nos puedan proporcionar. Asimismo, habíamos coordinado que esta entrevista 
durara aproximadamente quince minutos y por eso les pedimos que distribuyan vuestro tiempo de acuerdo a 
cómo lo entiendan conveniente. 


SEÑOR LOKAIS.- En el proyecto que les hicimos llegar especificamos nuestra tarea, en la que ya que 
tenemos una experiencia de veinte años. 


Últimamente estamos viendo que en nuestra parte de comercialización, que es de monotributistas y pequeñas 
empresas, las puertas se van cerrando de acuerdo con nuestras compras, con la legalización y la pequeña 
importación, tanto en lo que tiene que ver con venir a Montevideo adonde venimos desde hace años, ya que 
cada vez es menos lo que se puede conseguir de mercaderías, como lo que hacíamos en Livramento, que 
también se está cerrando y es cada vez más complicado porque hay menos mercadería y los costos ya no nos 
dan. En este momento lo único que está quedando son las importaciones desde Argentina y hoy se nos está 
haciendo muy difícil realizar una importación por los costos que eso tiene tomando en cuenta el volumen que 
el bolsillo nos permite comprar, máxime considerando la actividad de las grandes superficies comerciales que 
se están instalando en el interior del país, con mercaderías que en un 98% o 99% vienen del mercado chino, a 
costos tremendamente inferiores, con calidades que van mejorando día a día, en sus diseños y en colores. 
Esto está haciendo bastante complicada la competencia, teniendo en cuenta nuestro poder económico, ya que 
no disponemos de capital de giro, no tenemos acceso a crédito y, mucho menos, a ese tipo de mercados. 
Somos tremendamente minoristas comparados con ese tipo de comercios. 


SEÑOR BRENTA.- Voy a hacer algunas consultas, a fin de que nos ayuden a entender vuestra 
situación. Imagino que ustedes comercializan fundamentalmente prendas de vestir. Según tengo 
entendido, ustedes no fabrican ningún tipo de prendas; básicamente todo lo que venden es importado. 


SEÑOR LOKAIS.- Así es. 


SEÑOR BRENTA.- Ustedes dicen que desde el punto de vista de precios y calidades, las condiciones 
hoy se dificultan por el ingreso de mercadería de origen chino. Quisiera saber cómo están enfrentando 
esa situación y qué es lo que proponen. 


Nos han hecho llegar un documento dirigido al Presidente de la Junta Departamental de Paysandú en el cual 
se habla de la creación de la figura del microimportador dentro del MERCOSUR. Me gustaría que nos 
aclararan este concepto. 


SEÑOR LOKAIS.- Precisamente, eso apunta a que en este momento a nuestro poder de compra para 
una importación de Argentina se le exige un capital de giro que se gira a un banco extranjero, el cual 
habilita el giro hasta Buenos Aires, y de ahí llega la notificación para realizar la importación. En ese 


momento se va a Buenos Aires, se hace la compra, se trae y se entrega al despachante de Aduana. Todo 
ese trámite lleva aproximadamente treinta días. Además hay que tener en cuenta el costo que tiene 
todo eso y que la mercadería se va a un 90% de impuestos. Eso dificulta nuestra importación. 
Individualmente nunca pudimos hacerlo, siempre nos juntamos seis, siete, diez o los que sean, para 
juntar el dinero; luego uno viaja y compra para todos, y cuando se entrega la mercadería, se 
distribuye. Apuntamos a que cada uno pueda realizar su compra, ir hasta al paso de frontera, entregar 
la mercadería con las boletas y, tal como se explica en el proyecto, realizar el proceso de contabilidad, 
lo que se realizaría de diferentes maneras, ya sea con boletas o mercadería, a fin de que todo sea más 
ágil. 


Nosotros tenemos un compañero que vivió mucho tiempo en Ciudad del Este y esa era la forma de tráfico de 
mercadería que se utilizaba entre Ciudad del Este y Foz de Iguazú; ese tráfico no demoraba más de cuatro o 
cinco horas. Nosotros no apuntamos a esto, pero sí a algo más ágil, que lleve menos días, y también debemos 
hacer un estudio de costos. Hace años, en una reunión política aunque no a este nivel se nos dijo que se 
ponían costos elevados a la importación para defender a la industria nacional. Pero hoy en día vemos, por lo 
menos en el interior, que la industria de la vestimenta no existe. Nosotros venimos a Montevideo a comprarle 
a talleristas que no venden con boleta porque dicen que los costos no le permiten trabajar así. Por lo tanto, si 
nos realizan una inspección, no tenemos boletas para presentar por la mercadería que compramos acá, en 
Montevideo. 


SEÑOR MUJICA.- No entendí lo último que dijo el señor Lokais, con respecto a las boletas. 


SEÑOR LOKAIS.- Lo que dije es que hay talleristas que están confeccionando prendas pero no están 
registrados y no trabajan con boleta. Y lo que nosotros queremos es contar con una boleta de compra, 
pero esos talleristas nos dijeron que si se registran, los costos no les permitirían trabajar con esos 
precios. Por supuesto, todo esto está enrabado con la importación de mercadería china, que está 
entrando a determinados costos. 


SEÑOR BRENTA.- Ustedes dijeron que se comenzaron a instalar en el interior grandes cadenas, y me 
imagino que se refieren, por ejemplo, a TA-TA y comercios de ese tipo. 


SEÑOR LOKAIS.- Exactamente. 


SEÑOR BRENTA.- Pero me parece que el fuerte de la actividad de esas cadenas no es la 
comercialización de prendas de vestir. ¿O sí? 


SEÑOR LOKAIS.- Precisamente, comercios como TA-TA, Chic Parisien, Tiendas Montevideo y 
supermercados, se están dedicando a la comercialización de prendas de vestir y de calzado. 


SEÑOR MELGAREJO.- Quería saber qué fin tuvo la propuesta que se le hizo a la Junta 
Departamental de Paysandú y que ustedes nos adjuntan. Me gustaría saber qué resolución tomó la 
Junta al respecto. 


SEÑOR LOKAIS.- El proyecto fue realizado por nosotros y entregado a Ediles de Paysandú. A su vez, 
ellos lo presentaron en la Junta Departamental de Paysandú, y esta lo aprobó por unanimidad, fue 
votado por treinta y un Ediles presentes. Además, se acordó tal como dice allí enviarlo a ambas 
Cámaras para su estudio. El proyecto fue aprobado por la Junta en 2006; por lo tanto, habiendo 
pasado un tiempo prudencial, consideramos que era hora de saber en qué situación estaba, si se había 
recibido y si había algún planteamiento, idea o estudio al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaba consultando con la Secretaría de la Comisión. Nosotros no tenemos 
este proyecto en la carpeta de la Comisión porque, aunque sean enviados por las Juntas 
Departamentales, no tienen forma de tomar estado parlamentario si ningún legislador los hace suyos. 


Por lo tanto, recién en este momento estamos tomando conocimiento de esta iniciativa y de su interés porque 
sea tratada. Por lo tanto, cada uno de nosotros y nuestras respectivas bancadas analizará la viabilidad de lo 


planteado. Asimismo, nos informaremos si podemos tener iniciativa en este sentido o si esta le corresponde al 
Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo que establece la Constitución de la República para algunos temas. 


Quisiera reiterar que recibirán la versión taquigráfica de esta sesión en la que figurarán sus intervenciones y 
la de los señores legisladores y, en su momento, se les informará acerca de la resolución que se adopte al 
respecto. El estado parlamentario que tiene el tema es el de la visita de ustedes realizaron y la incorporación 
al acta de la minuta enviada por la Junta Departamental de Paysandú, en la que solicita que el Parlamento 
trate este asunto. Pero reitero para que tome estado parlamentario debe contar con la iniciativa de uno o más 
legisladores que entiendan necesario legislar al respecto. 


SEÑOR BRENTA.- Junto con el señor Diputado Mujica tenemos algunas interrogantes, y las voy a 
formular con la intención de colaborar. 


De acuerdo a lo que dice la minuta enviada por la Junta Departamental de Paysandú lo que ustedes proponen 
es un mecanismo de importación distinto que permita realizar los controles prácticamente que en la frontera. 
Creo que eso es lo que se desprende de este texto. Obviamente, con este nuevo mecanismo tendrían una 
reducción significativa de los costos de importación que no sé si es posible implementar, porque la Dirección 
Nacional de Aduanas tiene una serie de normas para esta actividad. De cualquier manera, si se encontrara 
algún mecanismo quizás no este, pero sí alguno más ágil que redujera costos por el cual se facilitara la 
tramitación a los pequeños importadores, ¿ustedes creen que ese elemento les permitiría competir? 


Creo que hace dos Rendiciones de Cuentas, el Poder Ejecutivo dispuso una serie de recursos muy 
importantes para apoyar a la industria textil y de la vestimenta que, como ustedes bien dicen, se encuentra 
muy afectada por las importaciones de productos asiáticos, fundamentalmente chinos. Y en este aspecto hay 
un problema de fondo: evidentemente, este problema que no es del caso analizar ahora no es solo de 
Uruguay, sino que está planteado a nivel internacional, producto del peso que adquirió, ya no únicamente 
China, el resto de los países asiáticos Tailandia, Malasia, particularmente en estas áreas. Como dije, este tema 
ha estado planteado y, por ello, el Estado asignó recursos para defender a algunos sectores que son 
importantes para la economía del país, ya que ocupan mucha mano de obra y generan mucho valor agregado, 
pero tienen grandes dificultades para competir. 


Por todo esto, ¿ustedes creen que si se encontrara un mecanismo que facilitara la importación sería suficiente 
para competir con las cadenas que se dedican a la comercialización de ropa de origen asiático? 


SEÑOR MUJICA.- Estoy leyendo la minuta y noto que aquí se mezcla la intención de crear la figura 
del microimportador con una serie de argumentos relativos a la conveniencia que esto tendría. Sin 
embargo, no queda claro cuál es el cuerpo de la propuesta. 


En realidad, el carácter de microimportador no está determinado por la ley, sino por el volumen de 
importación. En otras palabras, cualquiera puede ser microimportador si logra que alguien le venda las 
pequeñas cantidades que necesita. Pero uno de los problemas que existen para ser microimportador es que no 
hay clientes que vendan menos de un contenedor, salvo que consoliden la carga. Entonces, esta es una 
cuestión comercial, ya que no hay ley que lo regule, y no podría haberla. Actualmente, cualquier persona 
puede importar cualquier cosa, basta con que cumpla con los mecanismos correspondientes. No hay una 
figura pública de importador autorizado por el Estado para hacer los trámites y de otro que no esté autorizado 
a hacerlo. Cualquiera puede conectarse con un cliente del exterior, hacer un pedido y luego tramitarlo; no 
necesito chapa de importador para traer las cosas. 


Reitero: en esta comunicación que nos envía la Junta Departamental no está explícito qué sería lo peculiar 
que trataría el fondo de la cuestión. Además, los trámites aduaneros que son los que enlentecen el proceso no 
son una ley para los importadores, sino que provienen de convenciones internacionales. El MERCOSUR 
tiene sus propias convenciones, los terceros países tienen las suyas, etcétera. 


Aquí veo un problema comercial que puedo entender. Está claro que si ustedes van a competir en un mismo 
producto con un gran importador, no van a tener ventajas competitivas en precio ni en volumen y siempre 
van a perder. Pueden tener ventajas porque son monotributistas y porque sus costos fijos son menores que los 
de las empresas grandes. De todos modos, no sé qué es lo que se puede regular por ley, más que el 
tratamiento especial que reciben como monotributistas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El único impuesto nacional que excluye el régimen monotributista refiere a 
los costos de importación. 


Además, este Gobierno ha trabajado para incentivar la asociatividad de las empresas. Con respecto a la 
exportación, tenemos una ley de consorcios a fin de permitir que las micro y pequeñas empresas se junten 
para hacer negocios. Ustedes dicen que ya han tenido experiencias asociativas para importar. Sinceramente, 
ese es el mejor camino para buscar volúmenes y tener mejores condiciones. No creo que la iniciativa 
individual pueda ser una ventaja comparativa para pequeños volúmenes de importación. 


SEÑOR FIRPO.- Una de las principales ventajas de este tipo de empresas se trata de muchas empresas 
familiares que viven de esto radica en la rapidez. Ya hemos importado desde Argentina, pero hay una 
demora de algo más de treinta días, con un costo de un ciento por ciento. Si pudiéramos reducir el 
tiempo de importación a una semana debemos tener en cuenta que el capital de giro de estas empresas 
es pequeño, este proceso podría hacerse cuatro veces por mes. Esto sería de gran ayuda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a comparar legislaciones y a estudiar el tema presentado por la Junta 
Departamental de Paysandú. 


Agradecemos vuestra presencia y quedamos en contacto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


